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del Estado» número 77), en desarrollo de los artículos 36 y 37 de la Ley
30/1994, de 24 de noviembre; en su artículo 3, establece que se inscribirán
en el Registro, entre otros actos, la constitución de la fundación y el nom-
bramiento, revocación, sustitución, suspensión y cese, por cualquier causa,
de los miembros del patronato y otros órganos creados por los Estatutos.
Asimismo, la disposición transitoria única del citado Real Decreto
384/1996, establece que, en tanto no entre en funcionamiento el Registro
de Fundaciones de competencia estatal, subsistirán los Registros actual-
mente existentes.

Quinto.—La Fundación persigue fines de interés general de asistencia
social, conforme al artículo 2 de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Sexto.—La dotación de la Fundación, descrita en el antecedente de
hecho tercero de la presente Orden, se considera inicialmente suficiente
para el cumplimiento de sus fines.

Por cuanto antecede, este Ministerio, visto el informe del Abogado
del Estado en el Departamento, ha dispuesto:

Primero.—Clasificar a la Fundación Hogares «Bambi» Ayuda a los Niños,
instituida en Madrid, cuyos fines de interés general son predominante-
mente de asistencia social.

Segundo.—Ordenar su inscripción en el Registro de Fundaciones Asis-
tenciales, bajo el número 28/1.164.

Tercero.—Inscribir en el Registro de Fundaciones el nombramiento de
los miembros del Patronato, relacionados en el antecedente de hecho cuarto
de la presente Orden, así como su aceptación del cargo.

Cuarto.—Que de esta Orden se den los traslados reglamentarios.

Madrid, 29 de diciembre de 2000.—P. D. (Orden de 21 de mayo de 1996),
la Secretaria general de Asuntos Sociales, María Concepción Dancausa
Treviño.

2887 ORDEN de 12 de enero de 2001 por la que se clasifica la
Fundación Abierto, como de asistencia social, y dispone
su inscripción en el Registro de Fundaciones Asistenciales.

Por Orden se clasifica y registra la Fundación Abierto:

Vista la escritura de constitución de la Fundación Abierto, instituida
en Madrid.

Antecedentes de Hecho

Primero.—Por el Patronato de la Fundación fue solicitada la inscripción
de la Institución en el Registro de Fundaciones.

Segundo.—La Fundación fue constituida mediante escritura pública,
otorgada ante el Notario de Madrid, don Pedro Contreras Ranera, el 6
de octubre de 2000, con el número 1.555 de su Protocolo, por doña Carmen
Álvarez Fernández, don Luis Álvarez Fernández y doña Elena Álvarez
Fernández.

Tercero.—La dotación inicial de la Fundación es de 1.000.000 de pese-
tas), cantidad que ha sido aportada por los fundadores y depositada en
una entidad bancaria a nombre de la Fundación.

Cuarto.—El Patronato de la Fundación esta constituido por los siguien-
tes miembros, con aceptación de sus cargos:

Presidente: Don Luis Álvarez Fernández.
Vicepresidenta: Doña Carmen Álvarez Fernández.
Secretaria: Doña Elena Álvarez Fernández.

Quinto.—El domicilio de la entidad, según consta en el artículo 4 de
los Estatutos, radica en la calle Peña de Francia, número 13, de Madrid,
código postal 28005.

Sexto.—El objeto de la Fundación queda determinado en el artículo
6 de los Estatutos, en la forma siguiente:

«La Fundación tiene por finalidades básicas:

La consecución de los objetivos asistenciales de la integración socio-
cultural y de inserción socio-laboral de grupos de población con especiales
dificultades de integración socio—laboral y social a través de la creatividad
artística.

Desarrollar la producción creativa a través de la investigación artística
de vanguardia y la promoción de los creadores, en concordancia con la
demanda del nuevo milenio en ciernes.

Promover la interacción entre integración social y desarrollo artístico
desde el rigor profesional, el respeto a la diversidad y el buen sentido
común.»

Séptimo.—Todo lo relativo al gobierno y gestión de la Fundación, queda
recogido en los Estatutos por los que se rige, constando expresamente
el carácter gratuito de los cargos del Patronato, estando dicho órgano
de gobierno obligado a la rendición de cuentas y presentación de pre-
supuestos al Protectorado.

Vistos la Constitución Española, la Ley 30/1994, de 24 de noviembre;
los Reales Decretos 316/96, de 23 de febrero; 384/1996, de 1 de marzo;
758/1996, de 5 de mayo; 839/1996, de 10 de mayo; 1.888/1996, de 2 de
agosto, y 140/1997, de 31 de enero.

Fundamentos de Derecho

Primero.—La Administración General del Estado-Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales es competente para ejercer el Protectorado del Gobierno
sobre las fundaciones de asistencia social, respecto de aquellas de com-
petencia estatal, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 32 de
la Ley 30/1994, 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales
a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en relación
con el Real Decreto 758/1996, de 5 de mayo, y con el Real Decreto 557/2000,
de 27 de abril, de Reestructuración de Departamentos Ministeriales (ar-
tículo 6), con el Real Decreto 839/1996, de 10 de mayo, por el que se
establece la estructura orgánica básica, entre otros, del Ministerio de Tra-
bajo y Asuntos Sociales (artículo 6), y con el Real Decreto 1888/1996,
de 2 de agosto, modificado por el Real Decreto 140/1997, de 31 de enero,
y por el Real Decreto 2288/1988, de 23 de febrero, por el que se determina
la estructura orgánica básica del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales
(artículos 10 y 11).

La Orden de 21 de mayo de 1996, sobre delegación del ejercicio de
competencias en los órganos administrativos del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales («Boletín Oficial del Estado» del 27), corregida por
la Orden de 25 de junio de 1996 («Boletín Oficial del Estado» del 27),
dispone la delegación del ejercicio de las competencias, relativos al Pro-
tectorado sobre las fundaciones de asistencia social, en la Secretaria Gene-
ral de Asuntos Sociales.

Por último, el Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal,
aprobado mediante el Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero, atribuye
al Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (Ministerio de Trabajo y Segu-
ridad Social y Ministerio de Asuntos Sociales, según lo dispuesto en el
mismo), el ejercicio del Protectorado de las fundaciones cuyos fines se
vinculen mas directamente con las atribuciones conferidas a los mismos.

Segundo.—El Reglamento de Fundaciones de Competencia Estatal; apro-
bado por Real Decreto 316/1996, de 23 de febrero («Boletín Oficial del
Estado» número 57), en desarrollo del título I y disposiciones concordantes
de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos
Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General; en
su artículo 22.3, establece que son funciones del Protectorado, entre otras,
el asegurar la legalidad en la constitución de la fundación y elaborar el
informe previo a la inscripción de la misma en el Registro de Fundaciones,
con relación a los fines y suficiencia de la dotación.

Tercero.—La documentación aportada reúne los requisitos exigidos en
los artículos 8, 9 y 1º de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Cuarto.—El Reglamento del Registro de Fundaciones de competencia
estatal; aprobado por Real Decreto 384/1996, de 1 de marzo («Boletín Oficial
del Estado» número 77), en desarrollo de los artículos 36 y 37 de la
Ley 30/1994, de 24 de noviembre; en su artículo 3, establece que se ins-
cribirán en el Registro, entre otros actos, la constitución de la fundación
y el nombramiento, revocación, sustitución, suspensión y cese, por cual-
quier causa, de los miembros del patronato y otros órganos creados por
los Estatutos. Asimismo, la disposición transitoria única del citado Real
Decreto 384/1996, establece que, en tanto no entre en funcionamiento
el Registro de Fundaciones de competencia estatal, subsistirán los Registros
actualmente existentes.

Quinto.—La Fundación persigue fines de interés general, conforme al
artículo 2 de la Ley 30/1994, de 24 de noviembre.

Sexto.—La dotación de la Fundación, descrita en el antecedente de
hecho tercero de la presente Orden, se considera inicialmente suficiente
para el cumplimiento de sus fines.

Por cuanto antecede, este Ministerio, visto el informe del Abogado
del Estado en el Departamento, ha dispuesto:

Primero.—Clasificar a la Fundación Abierto, instituida en Madrid, cuyos
fines de interés general son predominantemente de asistencia social.

Segundo.—Ordenar su inscripción en el Registro de Fundaciones Asis-
tenciales, bajo el número 28/1.173.
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Tercero.—Inscribir en el Registro de Fundaciones el nombramiento de
los miembros del Patronato, relacionados en el antecedente de hecho cuarto
de la presente Orden, así como su aceptación del cargo.

Cuarto.—Que de esta Orden se den los traslados reglamentarios.

Madrid, 12 de enero de 2001.—P. D. (Orden de 21 de mayo de 1996),
la Secretaria general de Asuntos Sociales, María Concepción Dancausa
Treviño.

2888 RESOLUCIÓN de 19 de enero de 2001, de la Dirección Gene-
ral de Trabajo, por la que se homologa como laboratorio
especializado en la determinación de fibras de amianto,
para su aplicación a la higiene industrial, al laboratorio
de la empresa Centro de Seguridad y Salud en el Trabajo
(Gobierno de Cantabria).

Instruido en esta Dirección General expediente de homologación de
dicho laboratorio con arreglo a lo preceptuado en el artículo 4.o, 4, de
la Orden de 31 de octubre de 1984, por la que se aprueba el Reglamento
sobre Trabajo con Riesgo de Amianto («Boletín Oficial del Estado» de 7
de noviembre), y Resolución de este centro directivo de 8 de septiembre
de 1987 («Boletín Oficial del Estado» de 14 de octubre), sobre tramitación de
soluciones de homologación de laboratorios especializados en la deter-
minación de fibras de amianto, se ha dictado Resolución en cuya parte
dispositiva se establece lo siguiente:

1.o Homologar el laboratorio Centro de Seguridad y Salud en el trabajo
(Gobierno de Cantabria), con domicilio en la avenida del Faro, número 33,
de Santander, como laboratorio especializado en la determinación de fibras
de amianto para su aplicación a la higiene industrial, con la contraseña
de homologación: MT-HLA número 18. La validez de esta acreditación se
entenderá con carácter indefinido mientras se mantengan los requisitos
establecidos en el anexo de la Resolución de este Centro directivo de 8
de septiembre de 1987 («Boletín Oficial del Estado» de 14 de octubre),
sobre tramitación de solicitudes de homologación de laboratorios espe-
cializados en la determinación de fibras de amianto.

2.o Ordenar la publicación de esta Resolución en el «Boletín Oficial
del Estado», de conformidad con lo dispuesto en el punto cuarto de la
Resolución de esta Dirección General de 8 de septiembre de 1987.

Lo que se hace público para general conocimiento, de conformidad
con lo dispuesto en el apartado cuarto de la Resolución citada sobre tra-
mitación de solicitudes de homologación de laboratorios especializados
en la determinación de fibras de amianto.

Madrid, 19 de enero de 2001.—La Directora general, Soledad Córdova
Garrido.

2889 RESOLUCIÓN de 12 de enero de 2001, de la Dirección Gene-
ral del Instituto Nacional de Empleo, por la que se actua-
lizan, para el año 2001, las cuantías máximas constitutivas
del importe de las subvenciones para la realización de
acciones de orientación profesional para el empleo y asis-
tencia para el autoempleo a entidades colaboradoras sin
ánimo de lucro.

La Orden de 20 de enero de 1998 («Boletín Oficial del Estado» del 23),
modificada por la Orden de 4 de febrero de 2000, «Boletín Oficial del
Estado» del 11), establece las bases reguladoras para la concesión de sub-
venciones para la realización de acciones de orientación profesional para
el empleo y asistencia para el autoempleo. A su vez, el artículo único
de la segunda Orden dispone que las cuantías máximas señaladas en los
apartados a) y b) del citado artículo se actualizarán cada año natural,
de acuerdo con la evolución que experimente el Índice de Precios al Con-
sumo, publicado anualmente por el Ministerio de Economía y Hacienda.

Publicado por el Ministerio de Economía y Hacienda el 11 de enero
de 2001, el Índice de Precios al Consumo del año 2000, ha resultado del
4 por 100.

En su virtud, de conformidad con lo establecido en el artículo 13 de
la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de la Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común, y en su modificación por la
Ley 4/1999, y haciendo uso de la autorización establecida por la disposición
final segunda de la Orden de 20 de enero de 1998, la Directora general
del Instituto Nacional de Empleo ha resuelto:

Primero.—Las cuantías máximas con las que el Instituto Nacional de
Empleo subvencionará las retribuciones totales y la cotización empresarial

a la Seguridad Social por todos los conceptos del personal necesario para
la ejecución de la acciones en función de las normas legales y reglamen-
tarias del Convenio Colectivo aplicable, o de acuerdo con la normativa
de aplicación en la Administraciones Públicas para funcionarios, y para
el año 2001 serán las siguientes:

a) Para los técnicos, las establecidas en la respectiva normativa de
aplicación para cada categoría, nivel o grupo profesional, hasta 4.160.000
peseta por año.

b) Para el personal de apoyo, las retribuciones establecidas en la
respectiva normativa de aplicación para cada categoría, nivel o grupo pro-
fesional, hasta 2.914.000 pesetas por año.

Final.—Esta Resolución entrará en vigor al día siguiente al de su publi-
cación en el «Boletín Oficial del Estado».

Madrid, 12 de enero de 2001.—La Directora general, María Dolores Cano
Ratia.

MINISTERIO DE AGRICULTURA,
PESCA Y ALIMENTACIÓN

2890 ORDEN de 8 de febrero de 2001 por la que se establecen
las bases reguladoras de la concesión de ayudas con fina-
lidad estructural, en el sector de la pesca, en las ciudades
de Ceuta y Melilla.

El Reglamento (CE) 2792/99, del Consejo, de 17 de diciembre, por
el que se definen las modalidades y condiciones de las intervenciones
con finalidad estructural en el sector de la pesca, establece las ayudas
a la construcción, modernización y reconversión de buques pesqueros,
ajuste de los esfuerzos pesqueros, ayudas a la pesca costera artesanal,
medidas socioeconómicas, equipamientos de los puertos pesqueros, trans-
formación y comercialización de los productos de la pesca y de la acui-
cultura y acciones realizadas por los profesionales.

El Real Decreto 3448/2000, de 22 de diciembre, por el que se establece
la normativa básica de las ayudas estructurales en el sector pesquero pro-
porciona el marco normativo necesario para prestar las ayudas contem-
pladas en el citado Reglamento.

Los Estatutos de Autonomía de Ceuta y Melilla no atribuyen a estas
ciudades competencia en materia de ordenación del sector pesquero, por
lo que la gestión y pago de las ayudas en este ámbito competencial corres-
ponde al Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación.

En consecuencia, para la efectividad de lo dispuesto en el Real Decreto
3448/2000, debe establecerse el procedimiento de tramitación de las ayudas
financieras correspondientes a los armadores de buques y a otros bene-
ficiarios que efectúen las inversiones en las ciudades de Ceuta y Melilla.

La presente Orden se ha elaborado de acuerdo con lo previsto en el
artículo 81.6 del texto refundido de la Ley General Presupuestaria, apro-
bado por el Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre, y
lo dispuesto en el Reglamento sobre concesión de subvenciones y ayudas
públicas aprobado por el Real Decreto 2225/1993, de 17 de diciembre.

La presente Orden se dicta sobre la base de la competencia estatal
de ordenación del sector pesquero, establecida en el artículo 149.1.19.a de
la Constitución.

En la elaboración de esta Orden ha sido consultado el sector interesado.
En su virtud dispongo:

Artículo 1. Objeto.

Mediante la presente Orden se establecen las bases reguladoras para
la concesión, en régimen de concurrencia competitiva, de las ayudas para
inversiones que se lleven a cabo en las ciudades de Ceuta y Melilla dirigidas
a la construcción, modernización y reconversión de buques, pesca costera
artesanal, ajustes de los esfuerzos pesqueros, medidas socioeconómicas,
comercialización y transformación de los productos de la pesca y de la
acuicultura, equipamiento de puertos pesqueros y acciones realizadas por
los profesionales, con arreglo a los criterios establecidos en Real Decreto
3448/2000, de 22 de diciembre, por el que se establece la normativa básica
de las ayudas estructurales al sector pesquero.


